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REPUBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2000
Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos Constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo al Convenio para la Coope-

ración en el Marco de la Conferencia Iberoamericana para la Constitu-
ción de la Secretaría de Cooperación Iberoamericana (Secib)”, firmado
en la ciudad de La Habana (Cuba), el quince (15) de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de la
Constitución Política y en el artículo 1° de la Ley 7ª  de 1944, el “Proto-
colo al Convenio para la Cooperación en El Marco de la Conferencia
Iberoamericana para la Constitución de la Secretaría de Cooperación

Iberoamericana (Secib)” firmado en la ciudad de La Habana (Cuba), el
quince (15) de noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999),
que por el artículo primero de esta ley se aprueba, obligará definitiva-
mente al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo inter-
nacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero  Dajud

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
William Vélez Mesa.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2002.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

LEY 787 DE 2002
(diciembre 27)

por la cual se modifica parcialmente el artículo 21 de la Ley 105 de diciembre 30 de 1993.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifícase parcialmente el artículo 21 de la Ley 105 del
30 de diciembre de 1993, el cual quedará así:

Artículo 21. Tasas, tarifas y peajes en la infraestructura de trans-
porte a cargo de la Nación. Para la construcción y conservación de
la infraestructura de transporte a cargo de la Nación, esta contará
con los recursos que se apropien en el Presupuesto Nacional y ade-
más cobrará el uso de las obras de infraestructura de transporte a los
usuarios, buscando garantizar su adecuado mantenimiento, opera-
ción y desarrollo.

Para estos efectos, la Nación establecerá peajes, tarifas y tasas sobre
el uso de la infraestructura nacional de transporte y los recursos prove-
nientes de su cobro se usarán exclusivamente para ese modo de trans-
porte.

Todos los servicios que la Nación o sus entidades descentralizadas
presten a los usuarios accesoriamente a la utilización de la infraestruc-
tura Nacional de Transporte, estarán sujetos al cobro de tasas o tarifas.

Para la fijación y cobro de tasas, tarifas y peajes, se observarán los
siguientes principios:

a) Los ingresos provenientes de la utilización de la infraestructura de
transporte, deberán garantizar su adecuado mantenimiento, operación y
desarrollo;

b) Deberá cobrarse a todos los usuarios, con excepción de las
motocicletas y bicicletas, máquinas extintoras de incendios de los Cuer-
pos de Bomberos Voluntarios, Cuerpo de Bomberos Oficiales, ambu-
lancias pertenecientes a la Cruz Roja, Defensa Civil, Hospitales Oficia-

les, Vehículos de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, vehí-
culos oficiales del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, Inpec,
vehículos oficiales del (DAS) Departamento Administrativo de Segu-
ridad y de las demás instituciones que prestan funciones de Policía
Judicial;

c) El valor de las tasas o tarifas será determinado por la autoridad
competente; su recaudo estará a cargo de las entidades públicas o priva-
das, responsables de la prestación del servicio;

d) Las tasas de peaje serán diferenciales, es decir, se fijarán en pro-
porción a las distancias recorridas, las características vehiculares y sus
respectivos costos de operación;

e) Para la determinación del valor del peaje y de las tasas de valora-
ción en las vías nacionales, se tendrá en cuenta un criterio de equidad
fiscal.

Parágrafo 1°. La Nación podrá en caso de necesidad y previo con-
cepto del Ministerio de Transporte, apropiar recursos del Presupuesto
Nacional para el mantenimiento, operación y desarrollo de la infraes-
tructura de transporte.

Parágrafo 2°. Para tener derecho a la exención contemplada en el
literal b), es de carácter obligatorio que los vehículos allí relacionados,
con excepción de las bicicletas y motocicletas, estén plenamente identi-
ficados con los emblemas, colores y distintivos institucionales de cada
una de las entidades y organismos a los cuales pertenecen. Para efectos
de control, el Ministerio de Transporte reglamentará lo pertinente.

Parágrafo 3°. Facúltese a las Entidades Territoriales para decretar las
exenciones contempladas en el literal b), del artículo 1°.

Parágrafo 4°. Se entiende también las vías “Concesionadas”.
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Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

William Vélez Mesa.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2002.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Roberto Junguito Bonnet.
El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego Henao.

LEY 788 DE 2002
(diciembre 27)

por la cual se expiden normas en materia tributaria y penal del orden nacional y territorial;
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPITULO I
Normas de control penalización de la evasión

y defraudación fiscal
Artículo 1º. Sanción a administradores y representantes legales.

Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:
 “Artículo 658-1. Sanción a administradores y representantes lega-

les. Cuando en la contabilidad o en las declaraciones tributarias de los
contribuyentes se encuentren irregularidades sancionables relativas a
omisión de ingresos gravados, doble contabilidad e inclusión de costos
o deducciones inexistentes y pérdidas improcedentes, que sean ordena-
dos y/o aprobados por los representantes que deben cumplir deberes
formales de que trata el artículo 572 de este Estatuto, serán sancionados
con una multa equivalente al veinte por ciento (20%) de la sanción im-
puesta al contribuyente, sin exceder de la suma de doscientos (200) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes, la cual no podrá ser sufraga-
da por su representada.

La sanción aquí prevista se impondrá mediante resolución indepen-
diente, previo pliego de cargos, el cual se notificará dentro de los dos (2)
años siguientes contados a partir de la notificación del acto administra-
tivo en el que se determine la irregularidad sancionable al contribuyente
que representa. El administrador o representante contará con el término
de un (1) mes para contestar el mencionado pliego”.

Artículo 2º. Devolución de retenciones no consignadas y anticipos
no pagados. Adiciónase un inciso al artículo 859 del Estatuto Tributa-
rio, el cual queda así:

“Lo dispuesto en este artículo no se aplica cuando se trate de
autorretenciones, retenciones del IVA, retenciones para los eventos pre-
vistos en el artículo 54 de la Ley 550 de 1999 y anticipos, frente a los
cuales deberá acreditarse su pago”.

Artículo 3º. Intereses moratorios en el pago de las obligaciones
tributarias. Modifícanse los incisos 1° y 2° del artículo 634 del Estatuto
Tributario, los cuales quedan así:

“Los contribuyentes o responsables de los impuestos administrados
por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, incluidos los agen-
tes de retención, que no cancelen oportunamente los impuestos, anticipos
y retenciones a su cargo, deberán liquidar y pagar intereses moratorios,
por cada día calendario de retardo en el pago”.

Para tal efecto, la totalidad de los intereses de mora se liquidará con
base en la tasa de interés vigente en el momento del respectivo pago,
calculada de conformidad con lo previsto en el artículo siguiente.

Artículo 4º. Determinación de la tasa de interés moratorio. Modifícase
el artículo 635 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 635. Determinación de la tasa de interés moratorio. Para
efectos tributarios, a partir del 1° de marzo de 2003, la tasa de interés
moratorio será la tasa efectiva promedio de usura menos tres (3) puntos,
determinada con base en la certificación expedida por la Superintendencia
Bancaria durante el cuatrimestre anterior. La tasa de interés a que se
refiere el presente artículo será determinada por el Gobierno Nacional
cada cuatro (4) meses”.

Artículo 5º. Notificación por correo. Modifícase el artículo 566 del
estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 566. Notificación por correo. La notificación por correo se
practicará mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la
dirección informada por el contribuyente a la Administración.

La Administración podrá notificar los actos administrativos de que
trata el inciso primero del artículo 565 de este Estatuto, a través de cual-
quier servicio de correo, incluyendo el correo electrónico, en los térmi-
nos que señale el reglamento”.

Artículo 6º. Inscripción en proceso de determinación oficial.
Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo 719-1, así:

“Artículo 719-1. Inscripción en proceso de determinación oficial.
Dentro del proceso de determinación del tributo e imposición de sancio-
nes, el respectivo Administrador de Impuestos o de Impuestos y Adua-
nas Nacionales, ordenará la inscripción de la liquidación oficial de revi-
sión o de aforo y de la resolución de sanción debidamente notificados,
según corresponda, en los registros públicos, de acuerdo con la natura-
leza del bien, en los términos que señale el reglamento.

Con la inscripción de los actos administrativos a que se refiere este
artículo, los bienes quedan afectos al pago de las obligaciones del con-
tribuyente.

La inscripción estará vigente hasta la culminación del proceso admi-
nistrativo de cobro coactivo, si a ello hubiere lugar, y se levantará única-
mente en los siguientes casos:

1. Cuando se extinga la respectiva obligación.
2. Cuando producto del proceso de discusión la liquidación privada

quedare en firme.
3. Cuando el acto oficial haya sido revocado en vía gubernativa o

jurisdiccional.
4. Cuando se constituya garantía bancaria o póliza de seguros por el

monto determinado en el acto que se inscriba.
5. Cuando el afectado con la inscripción o un tercero a su nombre

ofrezca bienes inmuebles para su embargo, por un monto igual o supe-
rior al determinado en la inscripción, previo avalúo del bien ofrecido.


